
  
 
 

 
  
  
 
 

 
Doctor 
MIGUEL ANGEL SÁNCHEZ VÁZQUEZ 
Secretario General 
Cámara de Representantes 
 
 

 
Ref.: Radicación Proyecto de Ley N° ____ de 2026 “Por medio de la 
cual se fortalecen las medidas de prevención, protección y 
respuesta frente a la instrumentalización de niñas, niños y 
adolescentes por organizaciones criminales, y se modifican el 
Código Penal y el Código de Procedimiento Penal”. 
 

 
 
Cordial saludo, 
 
 
En nuestra condición de congresistas y en cumplimiento de los artículos 150 y 154, de 
la Constitución Política, así como de los artículos 139, 140 y 145 de la Ley 5 de 1992, 
nos disponemos a radicar ante la honorable Cámara de Representantes el presente 
proyecto de ley. 
 
 
De los honorable congresistas, 
 

 

Miguel Ángel Pinto Rueda  
Representante a la Cámara por el Departamento de Santander 
Partido Centro Democrático 
  



  
 
 

 
  
  
 
 

Proyecto de Ley N° ____ de 2026 
“Por medio de la cual se fortalecen las medidas de prevención, protección y 
respuesta frente a la instrumentalización de niñas, niños y adolescentes por 

organizaciones criminales, y se modifican el Código Penal y el Código de 
Procedimiento Penal” 

 
EL CONGRESO DE LA REPÚBLICA 

 
DECRETA: 

 
 
Artículo 1. Objeto. La presente ley tiene por objeto prevenir, identificar y atender de 
manera temprana la instrumentalización de niñas, niños y adolescentes y el 
establecimiento de un tratamiento penal diferenciado que contemple el incremento de 
las sanciones, así como la restricción de beneficios y subrogados penales sobre 
quienes instrumentalicen niñas, niños y adolescentes para la comisión de delitos. 

Artículo 2. Sistema de Protección y Respuesta Temprana. Créase el Sistema 
Nacional de Protección y Respuesta Temprana frente a la Instrumentalización de 
Niñas, Niños y Adolescentes (PROTEGE), como mecanismo interinstitucional 
orientado a prevenir, identificar, atender y hacer seguimiento a situaciones de riesgo 
concreto de instrumentalización de niñas, niños y adolescentes por parte de 
organizaciones criminales, grupos armados organizados, grupos delictivos 
organizados o cualquier estructura delincuencial. 

El Sistema estará a cargo del Ministerio de Justicia y del Derecho y articulará, en el 
marco de sus competencias, al Ministerio de Educación Nacional; al Instituto 
Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF); a la Fiscalía General de la Nación; a la Policía 
Nacional; a la Defensoría del Pueblo; a las secretarías de educación salud y desarrollo 
social de departamentos y municipios; a las Comisarías de Familia; a las Defensorías 
de Familia y a los establecimientos educativos públicos y privados, así como los 
Enlaces de Seguridad Escolar.  

El Sistema se reunirá ordinariamente una vez al mes, de manera presencial o virtual, 
en la fecha, hora y lugar que determine el Ministerio del Interior, con el propósito de 
evaluar los factores de riesgo identificados, hacer seguimiento a las rutas de 
protección activadas, revisar los resultados de las acciones adoptadas y establecer 
las medidas de prevención y respuesta que correspondan. Las entidades que integran 



  
 
 

 
  
  
 
 

el Sistema deberán garantizar la asistencia de sus representantes o de delegados 
permanentes, quienes deberán contar con competencia suficiente para adoptar 
decisiones y asumir compromisos en nombre de la entidad. La inasistencia 
injustificada de los representantes o delegados, así como el incumplimiento de las 
obligaciones derivadas de su participación en el Sistema, dará lugar a las 
investigaciones y sanciones disciplinarias o administrativas a que haya lugar, de 
conformidad con el régimen aplicable. 

El Ministerio del Interior podrá convocar reuniones extraordinarias cuando las 
circunstancias lo exijan, particularmente ante situaciones que impliquen un riesgo 
concreto e inminente de instrumentalización de niñas, niños o adolescentes. 

Artículo 3. Funciones del Sistema. El Sistema Nacional de Protección y Respuesta 
Temprana frente a la Instrumentalización de Niñas, Niños y Adolescentes (PROTEGE) 
tendrá a su cargo las siguientes funciones: 

1. Recibir, analizar y clasificar los reportes de riesgo de instrumentalización de 
niñas, niños y adolescentes, de carácter individual o aquellos que afecten de 
manera generalizada a las instituciones educativas de educación básica y 
media.   

2. Coordinar la actuación de las entidades que integran el Sistema para la 
atención oportuna de los reportes y la adopción de las medidas que 
correspondan, de conformidad con sus competencias. 

3. Activar y coordinar las rutas de protección, restablecimiento de derechos, 
investigación y demás actuaciones administrativas o judiciales a que haya 
lugar. 

4. Promover el intercambio de información entre las entidades que integran el 
Sistema para la identificación, prevención y atención de los riesgos de 
instrumentalización, con observancia de las normas sobre reserva legal y 
protección de datos personales. 

5. Hacer seguimiento a las actuaciones adelantadas por las entidades 
competentes y a la implementación de las medidas de protección adoptadas. 

6. Consolidar información y formular recomendaciones para fortalecer las 
acciones de prevención, protección y respuesta frente a la instrumentalización 
de niñas, niños y adolescentes. 



  
 
 

 
  
  
 
 

Artículo 4. Factores de Riesgo de Instrumentalización. Para efectos de la presente 
ley, se entenderá por factor de riesgo de instrumentalización la existencia de 
circunstancias objetivas, específicas y verificables que permitan inferir 
razonablemente que una niña, niño o adolescente, o un establecimiento educativo u 
otra institución que atienda población menor de edad, se encuentra expuesto a un 
riesgo concreto de ser instrumentalizado por organizaciones criminales, grupos 
armados organizados, grupos delictivos organizados o cualquier otra estructura 
delincuencial para la comisión de conductas punibles. 

Artículo 5. Reporte de factores de riesgo de instrumentalización. Toda persona 
natural o jurídica que conozca de la existencia de un factor de riesgo de 
instrumentalización podrá solicitar la activación de la Ruta de Protección y Respuesta 
Temprana mediante la presentación de un reporte ante: la Defensoría del Pueblo, el 
Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF), las Comisarías de Familia, la Policía 
Nacional y los Enlaces de Seguridad Escolar de los establecimientos educativos 
oficiales y privados. 

El reporte tendrá carácter exclusivamente preventivo y de protección, y no constituirá 
por sí mismo denuncia penal ni dará lugar al inicio automático de actuaciones penales. 

La identidad de la persona que presente el reporte tendrá carácter reservado y no podrá 
ser divulgada ni utilizada para fines distintos de la activación de la Ruta de Protección 
y Respuesta Temprana, salvo autorización expresa del reportante o por orden de 
autoridad judicial competente. 

Las entidades que reciban el reporte deberán adoptar las medidas necesarias para 
garantizar la confidencialidad de la información, la protección de los datos personales 
y la seguridad del reportante cuando existan riesgos de represalias derivados de la 
comunicación de los hechos. En todo caso, deberá prevalecer la protección integral y 
el interés superior de la niña, niño o adolescente involucrado. 

Artículo 6. Ruta de Protección y Respuesta Temprana. Verificada la existencia de un 
factor de riesgo de instrumentalización, la entidad que reciba el reporte activará de 
manera inmediata la Ruta de Protección y Respuesta Temprana, con el fin de 
neutralizar el riesgo, garantizar la protección integral de la niña, niño o adolescente e 
impedir su utilización por organizaciones criminales, grupos armados organizados, 
grupos delictivos organizados o cualquier otra estructura delincuencial. 



  
 
 

 
  
  
 
 

La Ruta de Protección y Respuesta Temprana comprenderá, como mínimo, las 
siguientes actuaciones: 

1. Valorar de manera inmediata el nivel de riesgo y determinar las medidas urgentes 
de protección que resulten necesarias. 

2. Adoptar las medidas de protección y restablecimiento de derechos requeridas para 
salvaguardar la vida, integridad, libertad, seguridad, permanencia en el sistema 
educativo y demás derechos de la niña, niño o adolescente. 

3. Solicitar de manera inmediata a la Policía Nacional las medidas de protección y 
vigilancia preventiva que correspondan, incluyendo acompañamiento, patrullaje 
en los lugares identificados como críticos, protección de rutas de desplazamiento 
y vigilancia del entorno de la niña, niño o adolescente. 

4. Implementar medidas de prevención y contención institucional cuando el riesgo 
comprometa a un establecimiento educativo o a otra institución que atienda 
población menor de edad, con el fin de impedir la expansión o reiteración de los 
hechos. 

5. Poner en conocimiento de las autoridades competentes los hechos que, con 
ocasión de la valoración del riesgo, puedan constituir conductas punibles o 
requieran la adopción de medidas judiciales o administrativas adicionales. 

6. Realizar seguimiento permanente a las medidas adoptadas hasta la superación del 
factor de riesgo o el restablecimiento efectivo de los derechos de la niña, niño o 
adolescente. 

7. Poner en conocimiento de la autoridad competente los hechos que puedan 
constituir conductas punibles, amenazas, actos de violencia, o cualquier otra 
conducta que requiera intervención judicial o administrativa. 

Artículo 7. Enlaces de Seguridad Escolar. El Gobierno Nacional, en coordinación con 
las entidades territoriales que tengan a cargo instituciones educativas, asignará, 
dentro de los dos (2) años siguientes a la entrada en vigor de la presente ley, Enlaces 
de Seguridad Escolar con presencia permanente en las sedes de los establecimientos 
educativos oficiales y establecerá los mecanismos para su promoción e 
implementación en los establecimientos educativos no oficiales. 

Solo podrán ser acreditados como Enlaces de Seguridad Escolar miembros activos de 
la Policía Nacional, integrantes de la reserva activa de la Fuerza Pública, quienes se 
integrarán a la planta de personal o contratista de las entidades a cargo de las 



  
 
 

 
  
  
 
 

instituciones educativas y, de manera excepcional, personal de vigilancia y seguridad 
privada debidamente autorizado. 

En cualquier caso, los Enlaces de Seguridad Escolar deberán acreditar formación y 
competencias certificadas en: 

1. Prevención, detección e identificación de la instrumentalización de niñas, niños y 
adolescentes por organizaciones criminales. 

2. Protección integral y atención de niñas, niños y adolescentes, con enfoque de 
derechos y prevención de la revictimización. 

3. Activación de rutas de protección, gestión del riesgo y coordinación 
interinstitucional. 

4. Manejo reservado de la información y protección de datos personales de los 
reportantes. 

Parágrafo: El Gobierno Nacional, dentro de los seis (6) meses siguientes a la entrada 
en vigor de la presente ley, diseñará y pondrá en funcionamiento el Programa de 
Formación y Certificación de Enlaces de Seguridad Escolar, en el que se establecerán 
los contenidos, competencias, duración, mecanismos de evaluación, certificación, 
actualización y recertificación de quienes ejerzan esta función. 

Artículo 8. Funciones de los Enlaces de Seguridad Escolar. Los Enlaces de 
Seguridad Escolar tendrán a su cargo las siguientes funciones: 

1. Identificar y evaluar los factores de riesgo de instrumentalización que afecten a 
estudiantes, docentes o al establecimiento educativo. 

2. Asesorar y acompañar a directivos docentes, docentes, orientadores y demás 
integrantes de la comunidad educativa en la identificación temprana de factores de 
riesgo y en la adopción de medidas preventivas. 

3. Recibir y canalizar los reportes de riesgo que sean puestos en su conocimiento y, 
cuando haya lugar, solicitar la activación de la Ruta de Protección y Respuesta 
Temprana, sin perjuicio de que esta pueda ser activada por cualquiera de las 
entidades competentes. 

4. Coordinar con las entidades que integran el Sistema PROTEGE la implementación 
de las medidas de prevención, protección y seguimiento que correspondan dentro 
del entorno escolar. 

5. Promover programas permanentes de prevención, formación y sensibilización 
dirigidos a estudiantes, docentes, padres de familia y comunidad educativa sobre 



  
 
 

 
  
  
 
 

los riesgos, modalidades y mecanismos de instrumentalización utilizados por 
organizaciones criminales. 

6. Presentar recomendaciones a las directivas del establecimiento educativo para 
fortalecer los entornos protectores, reducir los factores de riesgo y mejorar los 
protocolos de prevención y respuesta. 

Artículo 9. Modifíquese el Artículo 188D de la Ley 599 de 2000, el cual quedará así:  

Artículo 188D. Instrumentalización de menores. El que induzca, facilite, 
utilice, constriña, promueva, determine o facilite la participación de un 
menor de 18 años en la comisión de un delito o promueva dicha utilización, 
constreñimiento, inducción, o participe de cualquier modo en las conductas 
descritas, incurrirá por este solo hecho, en prisión de ciento cincuenta y seis 
(156), a doscientos setenta y seis (276) meses y en multa de (800) 
ochocientos a (1.500) mil quinientos salarios mínimos mensuales legales 
vigentes. 

El consentimiento dado por el menor de 18 años no constituirá causal de 
exoneración de la responsabilidad penal. 

La pena se aumentará de una tercera parte a la mitad en cualquiera de los 
siguientes casos:  

1. Cuando la víctima sea un menor de 14 años de edad. 
2. Cuando la víctima resulte afectada física o psicológicamente, o con 

inmadurez mental, o trastorno mental, en forma temporal o 
permanente. 

3. Cuando el responsable sea un miembro de la familia del menor, hasta el 
cuarto grado de consanguinidad y segundo de afinidad.  

4. Cuando el autor o partícipe sea una persona que tenga como función la 
protección y atención integral del niño, la niña o adolescente. 

5. Cuando la victima sea instrumentalizada para la cometer o facilitar los 
delitos de genocidio; homicidio agravado; feminicidio simple y 
agravado; delitos contra personas y bienes protegidos por el DIH; 
desaparición forzada simple y agravada; secuestro extorsivo simple y 
agravado, tortura agravada, trata de personas en cualquiera de sus 
modalidades; trafico de niños y adolescentes; hurto calificado y 
agravado; extorsión agravada; lavado de activos agravado; concierto 



  
 
 

 
  
  
 
 

para delinquir agravado; terrorismo agravado; porte ilegal e armas de 
fuego; porte ilegal de armas de uso privativo de las Fuerzas Armadas y 
trafico de estupefacientes en cualquiera de sus modalidades.  

Artículo 10. Modifíquese el artículo 38G de la ley 599 de 2000, el cual quedará así: 

Artículo 38G. La ejecución de la pena privativa de la libertad se cumplirá en el 
lugar de residencia o morada del condenado cuando haya cumplido la mitad de 
la condena y concurran los presupuestos contemplados en los numerales 3 y 4 
del artículo 388 del presente código excepto en los casos en que el condenado 
pertenezca al grupo familiar de la víctima o en aquellos eventos en que fue 
sentenciado por alguno de los siguientes delitos del presente código: genocidio; 
contra el derecho internacional humanitario; desaparición forzada; secuestro 
extorsivo; tortura; desplazamiento forzado; tráfico de menores; uso de menores 
de edad para la comisión de delitos; tráfico de migrantes; trata de personas; 
delitos contra la libertad, integridad y formación sexuales; extorsión; concierto 
para delinquir agravado; lavado de activos; terrorismo; usurpación y abuso de 
funciones públicas con fines terroristas; financiación del terrorismo y de 
actividades de delincuencia organizada; administración de recursos con 
actividades terroristas y de delincuencia organizada; financiación del 
terrorismo y administración de recursos relacionados con actividades 
terroristas; fabricación, tráfico y porte de armas y municiones de uso 
restringido, uso privativo de las fuerzas armadas o explosivos; delitos 
relacionados con el tráfico de estupefacientes, salvo los contemplados en el 
artículo 375 y el inciso 2 del artículo 376; peculado por apropiación; concusión; 
cohecho propio; cohecho impropio; cohecho por dar u ofrecer; interés indebido 
en la celebración de contratos; contrato sin cumplimientos de requisitos 
legales; acuerdos restrictivos de la competencia; tráfico de influencias de 
servidor público; enriquecimiento ilícito; prevaricato por acción; falso 
testimonio; soborno; soborno en la actuación penal; amenazas a testigo; 
ocultamiento, alteración o destrucción de elemento material probatorio; en los 
delitos que afecten el patrimonio del Estado; feminicidio; reclutamiento ilícito 
e instrumentalización de menores 

Artículo 11. Modifíquese el Artículo 68A de la Ley 599 de 2000, el cual quedará así:  



  
 
 

 
  
  
 
 

Artículo 68A. Exclusión De Los Beneficios Y Subrogados Penales.  No se 
concederán; la suspensión condicional de la ejecución de la pena; la prisión 
domiciliaria como sustitutiva de la prisión; ni habrá lugar a ningún otro 
beneficio, judicial o administrativo, salvo los beneficios por colaboración 
regulados por la ley, siempre que esta sea efectiva, cuando la persona haya sido 
condenada por delito doloso dentro de los cinco (5) años anteriores. 

No se concederán; la suspensión condicional de la ejecución de la pena; la 
prisión domiciliaria como sustitutiva de la prisión; ni habrá lugar a ningún otro 
beneficio, judicial o administrativo, salvo los beneficios por colaboración 
regulados por la Ley, siempre que, esta sea efectiva, cuando la persona haya 
sido condenada por delito doloso dentro de los cinco (5) años anteriores. 
Tampoco quienes hayan sido condenados por delitos dolosos contra la 
Administración Pública; delitos contra las personas y bienes protegidos por el 
Derecho Internacional Humanitario; delitos contra la libertad, integridad y 
formación sexual; estafa y abuso de confianza que recaiga sobre los bienes del 
Estado; captación masiva y habitual de dineros; utilización indebida de 
información privilegiada; concierto para delinquir agravado; lavado de activos; 
soborno transnacional; violencia intrafamiliar; hurto calificado; abigeato 
enunciado en el inciso tercero del artículo 243; extorsión; homicidio agravado 
contemplado en el numeral 6 del artículo 104; lesiones causadas con agentes 
químicos, ácidos y/o sustancias similares; violación ilícita de comunicaciones; 
violación ilícita de comunicaciones o correspondencia de carácter oficial; trata 
de personas; apología al genocidio; lesiones personales por pérdida anatómica 
o funcional de un órgano o miembro; desplazamiento forzado; tráfico de 
migrantes; testaferrato; enriquecimiento ilícito de particulares; apoderamiento 
de hidrocarburos, sus derivados, biocombustibles o mezclas que los 
contengan; receptación; instigación a delinquir; empleo o lanzamiento de 
sustancias u objeto peligrosos; fabricación, importación, tráfico, posesión o 
uso de armas químicas, biológicas y nucleares; delitos relacionados con el 
tráfico de estupefacientes y otras infracciones; espionaje; rebelión; y 
desplazamiento forzado; usurpación de inmuebles, falsificación de moneda 
nacional o extranjera; exportación o importación ficticia; evasión fiscal; 
negativa de reintegro; contrabando agravado; contrabando de hidrocarburos y 
sus derivados; ayuda e instigación al empleo, producción y transferencia de 



  
 
 

 
  
  
 
 

minas antipersonales, feminicidio simple o agravado, reclutamiento ilícito e 
instrumentalización de menores. 

Artículo 12. Modifíquese el artículo 314 de la Ley 906 de 2004, el cual quedará así: 

Artículo 314. Sustitución de la detención preventiva. La detención preventiva 
en establecimiento carcelario podrá sustituirse por la del lugar de la residencia 
en los siguientes eventos: 

1. Cuando para el cumplimiento de los fines previstos para la medida de 
aseguramiento sea suficiente la reclusión en el lugar de residencia, aspecto que 
será fundamentado por quien solicite la sustitución y decidido por el juez en la 
respectiva audiencia de imposición, en atención a la vida personal, laboral, 
familiar o social del imputado. 

2. Cuando el imputado o acusado fuere mayor de sesenta y cinco (65) años, 
siempre que su personalidad, la naturaleza y modalidad del delito hagan 
aconsejable su reclusión en el lugar de residencia. 

3. Cuando a la procesada le falten tres (3) meses o menos para el parto, y hasta 
los seis (6) meses después del nacimiento. 

4. Cuando el imputado o acusado estuviere en estado grave por enfermedad, 
previo dictamen de médicos oficiales. El juez determinará si el imputado o 
acusado deberá permanecer en su lugar de residencia, en clínica u hospital. 

5. Cuando la procesada fuere mujer cabeza de familia de hijo menor o que 
sufriere incapacidad permanente, o tenga a un adulto mayor o una persona que 
no pueda valerse por sí misma bajo su cuidado. La persona que haga sus veces 
podrá acceder a la misma medida. En estos eventos, el juez atenderá 
especialmente a las necesidades de protección de la unidad familiar yola 
garantía de los derechos de las personas que se encuentren bajo su 
dependencia. La detención en el lugar de residencia comporta los permisos 
necesarios para los controles médicos de rigor, la ocurrencia del parto, y para 
trabajar en la hipótesis del numeral 5. 

6. En todos los eventos el beneficiario suscribirá un acta en la cual se 
compromete a permanecer en el lugar o lugares indicados, a no cambiar de 
residencia sin previa autorización, a concurrir ante las autoridades cuando 



  
 
 

 
  
  
 
 

fuere requerido y, adicionalmente, podrá imponer la obligación de someterse a 
los mecanismos de control y vigilancia electrónica o de una persona o 
institución determinada, según lo disponga el juez. 

El control del cumplimiento de la detención en el lugar de residencia estará a 
cargo del INPEC, el cual realizará un control periódico sobre el cumplimiento de 
la detención domiciliaria y reportará a la Fiscalía sobre sus resultados para que 
si se advierten violaciones a las condiciones impuestas por el Juez se puedan 
adoptar las correspondientes acciones. 

Parágrafo. No procederá la sustitución de la detención preventiva en 
establecimiento carcelario, por detención domiciliaria cuando la imputación se 
refiera a los siguientes delitos: Los de competencia de los jueces penales del 
circuito especializados o quien haga sus veces, tráfico de migrante (e. P. artículo 
188); acceso carnal o actos sexuales con incapaz de resistir (C. P. artículo 210); 
violencia intrafamiliar (C.P. artículo 229); hurto calificado (C. P. artículo 240): 
hurto agravado (C. P. artículo 241, numerales 7, 8,11, 12 y 15); abigeato (C. P. 
artículo 243); abigeato agravado (C. P. artículo 243-A); estafa agravada (C.P. 
artículo 247): uso de documentos falsos relacionados con medios motorizados 
hurtados (C. P. artículo 291); fabricación, tráfico y porte de armas de fuego o 
municiones de uso personal, cuando concurra con el delito de concierto para 
delinquir (C.P. artículos 340 y 365), o los imputados registren sentencias 
condenatorias vigentes por los mismos delitos; fabricación, tráfico y porte de 
armas y municiones de uso privativo de las Fuerzas Armadas (C. P. artículo 366); 
fabricación, importación, tráfico, posesión y uso de armas químicas, biológicas 
y nucleares (C. P. artículo 367); peculado por apropiación en cuantía superior a 
cincuenta (50) salarios mínimos legales mensuales (C. P. artículo 397); 
concusión (C. P. artículo 404); cohecho propio (C. P. artículo 405); cohecho 
impropio re. P. artículo 406); cohecho por dar u ofrecer (C. P. artículo 407); 
enriquecimiento ilícito (C. P. artículo 412); soborno transnacional (C. P. artículo 
433); interés indebido en la celebración de contratos (C.P. artículo 409); 
contrato sin cumplimiento de requisito legales (C. P. artículo 410); tráfico de 
influencia (C.P. artículo 411); receptación repetida, continua (C.P. artículo 447, 
inciso 10 y 3°); receptación para ocultar o encubrir el delito de hurto calificado, 
la receptación para ocultar o encubrir el hurto calificado en concurso con el 
concierto para delinquir, receptación sobre medio motorizado o sus partes 



  
 
 

 
  
  
 
 

esenciales, o sobre mercancía o combustible que se lleve en ellos (C.P. artículo 
447, inciso 2°), feminicidio simple o agravado (C.P. artículos 104A y 104B) 
reclutamiento ilícito (C.P. ) e instrumentalización de menores (C.P. artículo 
188D). 

Artículo 13. Informe Anual. El Ministerio de Justicia y del Derecho presentará y 
publicará anualmente un informe sobre el funcionamiento y resultados de PROTEGE, 
que incluirá las situaciones de riesgo identificadas, rutas activadas, medidas 
adoptadas, resultados, participación de las entidades y principales dificultades y 
recomendaciones para fortalecer el Sistema. 

El informe será presentado durante el primer semestre de cada año ante las 
Comisiones Primeras Constitucionales Permanentes del Senado de la República y de 
la Cámara de Representantes, así como ante la Comisión Legal para la Protección 
Integral de la Infancia y la Adolescencia. La información deberá presentarse de manera 
agregada y anonimizada, garantizando la protección de la identidad, intimidad y 
seguridad de las niñas, niños y adolescentes. 

Artículo 14. Vigencia y derogatorias. La presente ley rige a partir de su promulgación 
y deroga las disposiciones que le sean contrarias. 

 

 

De los honorable congresistas, 

 

 

Miguel Ángel Pinto Rueda  
Representante a la Cámara por el Departamento de Santander 
Partido Centro Democrático 
 

  



  
 
 

 
  
  
 
 

Proyecto de Ley N° ____ de 2026 
““Por medio de la cual se fortalecen las medidas de prevención, protección y 
respuesta frente a la instrumentalización de niñas, niños y adolescentes por 

organizaciones criminales, y se modifican el Código Penal y el Código de 
Procedimiento Penal” 

 
 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
 
 

I. OBJETO DEL PROYECTO 
 
La presente ley prevenir, identificar y atender de manera temprana la 
instrumentalización de niñas, niños y adolescentes y el establecimiento de un 
tratamiento penal diferenciado que contemple el incremento de las sanciones, así 
como la restricción de beneficios y subrogados penales sobre quienes 
instrumentalicen niñas, niños y adolescentes para la comisión de delitos. 
 
 

II. CONTENIDO Y ALCANCE DEL PROYECTO DE LEY 
 
El proyecto de ley tiene un total de 14 artículos, incluida su vigencia, que relacionamos 
a continuación: 
 
El artículo 1, que establece el objeto del proyecto de ley, orientado a prevenir, 
identificar y atender tempranamente la instrumentalización de niñas, niños y 
adolescentes, así como a establecer un tratamiento penal diferenciado para quienes 
los instrumentalicen en la comisión de delitos. 
 
El artículo 2, que crea el Sistema Nacional de Protección y Respuesta Temprana frente 
a la Instrumentalización de Niñas, Niños y Adolescentes – PROTEGE, como 
mecanismo interinstitucional para prevenir, identificar, atender y hacer seguimiento a 
situaciones de riesgo concreto de instrumentalización. 
 
El artículo 3, que establece las funciones del Sistema PROTEGE, relacionadas con la 
recepción y clasificación de reportes, la coordinación institucional, la activación de 



  
 
 

 
  
  
 
 

rutas, el intercambio de información, el seguimiento y la formulación de 
recomendaciones. 
 
El artículo 4, que define los factores de riesgo de instrumentalización a partir de 
circunstancias objetivas, específicas y verificables que permitan inferir 
razonablemente la exposición concreta de niñas, niños, adolescentes o 
establecimientos educativos a dicho riesgo. 
 
El artículo 5, que establece el mecanismo para reportar factores de riesgo, determina 
las autoridades ante las cuales puede presentarse el reporte y garantiza su carácter 
preventivo, reservado y confidencial, así como la protección del reportante. 
 
El artículo 6, que establece la Ruta de Protección y Respuesta Temprana y las 
actuaciones para valorar y neutralizar el riesgo, adoptar medidas de protección, 
solicitar vigilancia preventiva, contener situaciones en establecimientos educativos, 
poner los hechos en conocimiento de las autoridades competentes y realizar 
seguimiento. 
 
El artículo 7, que crea los Enlaces de Seguridad Escolar, establece su presencia en los 
establecimientos educativos, determina quiénes podrán ejercer esta función y 
dispone la creación de un programa de formación y certificación para su desempeño. 
 
El artículo 8, que establece las funciones de los Enlaces de Seguridad Escolar en 
materia de identificación de riesgos, acompañamiento a la comunidad educativa, 
recepción y canalización de reportes, coordinación institucional, prevención y 
formulación de recomendaciones. 
 
El artículo 9, que modifica el artículo 188D del Código Penal para fortalecer el delito de 
instrumentalización de menores, incrementar las penas y establecer circunstancias 
de agravación cuando concurran determinadas condiciones. 
 
El artículo 10, que modifica el artículo 38G del Código Penal para excluir la prisión 
domiciliaria como mecanismo sustitutivo en los casos de instrumentalización de 
menores y reclutamiento forzado. 
 



  
 
 

 
  
  
 
 

El artículo 11, que modifica el artículo 68A del Código Penal para excluir determinados 
beneficios y subrogados penales a quienes sean condenados, entre otros delitos, por 
reclutamiento ilícito e instrumentalización de menores. 
 
El artículo 12, que modifica el artículo 314 del Código de Procedimiento Penal para 
excluir la sustitución de la detención preventiva por detención domiciliaria en los casos 
de reclutamiento ilícito e instrumentalización de menores. 
 
El artículo 13, que establece el deber de presentar y publicar un informe anual sobre le 
funcionamiento y resultados del Sistema. 
 
Y finalmente, el Articulo 14 que establece la vigencia y derogatorias. 
 
 

III. JUSTIFICACIÓN 
 
La presente iniciativa legislativa encuentra su fundamento en la necesidad de combatir 
la instrumentalización de menores de edad y por ende la vulneración de sus derechos 
fundamentales en el marco de la actividad y expansión de las organizaciones 
criminales en Colombia. 
 
A continuación, se exponen las razones que sustentan la necesidad y conveniencia de 
adoptar las medidas propuestas en esta iniciativa:  
 
1. LA EXPANSIÓN DE LAS ORGANIZACIONES CRIMINALES EN COLOMBIA 
 
Durante las últimas décadas, nuestro país ha experimentado un proceso de 
transformación y reestructuración del crimen organizado. En la actualidad las 
organizaciones criminales han ampliado su capacidad de operación y ejercen una 
influencia creciente sobre las ciudades y municipios intermedios de todas las regiones 
de Colombia, donde se disputan el control territorial y de economías ilícitas, afectando 
un fenómeno que, desde hace años, excedió por completo el contexto del conflicto 
armado.  
 



  
 
 

 
  
  
 
 

Esta transformación ha estado acompañada por una diversificación de las actividades 
criminales. Las organizaciones delincuenciales no dependen exclusivamente de una 
única fuente de ingresos, sino que desarrollan simultáneamente actividades 
relacionadas con el tráfico local de estupefacientes, la extorsión, el hurto, el 
homicidio, el sicariato y otras formas de economía criminal, están adaptándose a las 
dinámicas propias de cada territorio y aprovechando distintos mercados y actividades 
ilícitas para obtener recursos, ejercer control en los barrios e intimidar a la población. 
 
Entre 2022 y 2025, Colombia registró un incremento significativo en algunos de los 
delitos que reflejan la capacidad de financiación, intimidación y violencia de las 
estructuras delincuenciales. Los casos de extorsión pasaron de 9.791 a 13.417 casos 
al año, un aumento del 37 %; el secuestro total pasó de 223 a 701 casos, un incremento 
del 214 %; y el homicidio intencional pasó de 13.058 a 14.038 casos, un aumento del 
7,5 %.1 A estos fenómenos se suma la persistencia de los hurtos, que, a pesar de 
presentar una ligera disminución, continúan representando una de las principales 
manifestaciones de la criminalidad urbana, junto al tráfico de estupefacientes que 
llevó, el año pasado a 51.205 capturas y la incautación de más de 860 toneladas de 
cocaína.2 Estas cifras permiten dimensionar la magnitud de una economía ilícita que 
no se limita a las grandes operaciones de narcotráfico, sino que se proyecta hacia 
redes de distribución y comercialización local. 
 
En este contexto, las organizaciones delincuenciales han encontrado en los entornos 
urbanos y comunitarios espacios para ampliar sus actividades. Barrios, parques, 
escenarios deportivos y alrededores de establecimientos educativos pueden 
convertirse en lugares de comercialización, vigilancia, captación y control social. La 
Defensoría del Pueblo ha advertido, por ejemplo, sobre la presencia de estructuras 
criminales que utilizan niñas, niños y adolescentes para actividades relacionadas con 
el expendio de sustancias ilícitas, el transporte de armas y la ejecución de homicidios.3 
 
La expansión de estas organizaciones supone, por tanto, un desafío que no puede ser 
abordado exclusivamente mediante respuestas posteriores a la comisión del delito. La 

 
1 Datos oficiales del Ministerio de Defensa Nacional. 
2 Policía Nacional de Colombia, Informe de Gestión 2025, información SIEDCO extraída el 22 de enero 
de 2026. 
3 Defensoría del Pueblo, Informe especial sobre dinámicas de riesgo en entornos educativos. 



  
 
 

 
  
  
 
 

capacidad de adaptación de las estructuras criminales exige fortalecer las 
capacidades estatales para identificar tempranamente los territorios, entornos y 
menores que se encuentran expuestos a sus actividades y, particularmente, aquellos 
en los que existe riesgo de instrumentalización de niñas, niños y adolescentes. 
 
2. LA INSTRUMENTALIZACIÓN DE MENORES COMO ESTRATEGIA CRIMINAL 
 
Una de las manifestaciones más graves de esta transformación del crimen organizado 
es la utilización de niñas, niños y adolescentes para el desarrollo de actividades que 
favorecen los intereses de organizaciones delincuenciales. La instrumentalización no 
constituye simplemente una forma de participación ocasional de menores en hechos 
delictivos, sino una estrategia mediante la cual las estructuras criminales aprovechan 
la vulnerabilidad, las condiciones sociales y los entornos cotidianos de los menores 
para ampliar su capacidad de operación. 
 
La Defensoría del Pueblo ha documentado que, en diferentes territorios, las 
organizaciones criminales utilizan a niñas, niños y adolescentes para actividades 
como el expendio de sustancias ilícitas, el transporte de armas, la vigilancia, el 
suministro de información e incluso la comisión de homicidios y hechos de sicariato. 
entre otras conductas. 
 
En Bucaramanga y su área metropolitana, por ejemplo, la Defensoría emitió, en julio de 
este año, la Alerta Temprana 015 de 2026, reconociendo que los niños y adolescentes 
están en riesgo especialmente alto al ser instrumentalizados como “campaneros” o 
“carritos para el transporte de drogas y armas.4 Una realidad que demuestra el caso de 
alias “Julito”, un joven, hoy mayor de edad, señalado por las autoridades de pertenecer 
a la estructura delincuencial “Los del Sur” y presunto responsable de múltiples hechos 
de sicariato en Bucaramanga y su área metropolitana. De acuerdo con reportes de 
prensa basados en información de las autoridades, el menor habría iniciado su 
trayectoria delictiva desde aproximadamente los diez años y, antes de cumplir la 
mayoría de edad, era señalado de estar relacionado con al menos 15 homicidios, 
mientras otros reportes policiales lo vinculaban con más de 30 hechos de sicariato. 
Más allá de la gravedad de los hechos atribuidos, el caso evidencia el riesgo 
de captación temprana y progresiva incorporación de menores a estructuras 

 
4 Defensoría del Pueblo, Alerta Temprana 015 de 2026: riesgos asociados al accionar de grupos 
armados y bandas criminales en Bucaramanga y su Área Metropolitana, 12 de julio de 2026 



  
 
 

 
  
  
 
 

delincuenciales, hasta convertirlos en ejecutores de las actividades violentas de la 
organización.5 
 
Sin embargo, se trata de un fenómeno de alcance nacional. En junio de 2025, la Policía 
Nacional desarticuló en Bogotá la estructura denominada “Los Ingenieros”, dedicada, 
entre otras actividades, al homicidio, la extorsión, el hurto y el tráfico de 
estupefacientes. La investigación estableció que sus integrantes se acercaban a 
entornos escolares para instrumentalizar menores y les ofrecían hasta $500.000 
mensuales para integrarlos a la organización, con el propósito de utilizarlos en sus 
actividades y evitar llamar la atención de las autoridades.6 
 
De manera similar, en agosto de 2025 fue desarticulada, también en Bogotá, la 
estructura “Los Tideo”, dedicada al tráfico de estupefacientes en los alrededores de 
instituciones educativas. La investigación determinó que utilizaba menores de edad 
para la venta y distribución de drogas, generaba rentas ilegales de hasta $25 millones 
mensuales y empleaba como puntos de expendio una vivienda cercana a varios 
colegios y un gimnasio al aire libre ubicado en un parque.7 
 
También el año pasado, en Palmira, Valle del Cauca, la estructura “Los Registradores” 
fue desarticulada por actividades relacionadas con el tráfico local de estupefacientes 
en los alrededores de establecimientos educativos, parques y centros religiosos. La 
investigación estableció que la organización ocultaba sustancias en diferentes 
elementos del espacio público y utilizaba mecanismos de comunicación a través de 
“campaneros” para evadir, a través de menores de edad, los controles de las 
autoridades. La operación permitió incautar 1.256 unidades de estupefacientes y 
afectar rentas criminales estimadas en $20 millones mensuales.8 
 
El Sistema de Responsabilidad Penal para adolescentes El total general de ingresos fue 
de 6.265 en 2024, 5.211 en 2025 y 907 en lo transcurrido a febrero de 2026.9 Entre los 

 
5 https://www.infobae.com/colombia/2026/01/29/julito-el-sicario-que-desde-los-10-anos-comenzo-
a-delinquir-y-es-calificado-como-uno-de-los-mas-mortiferos-en-bucaramanga/  
6 https://www.policia.gov.co/noticia/cae-estructura-criminal-que-instrumentalizaba-menores-edad-
para-comision-delitos  
7 https://www.policia.gov.co/noticia/desarticulado-grupo-delincuencial-los-tideo-que-operaba-cerca-
colegios-en-suba-bogota  
8 https://www.policia.gov.co/noticia/cayeron-los-registradores-dedicados-instrumentalizacion-
menores-edad-en-venta-trafico  
9 Instituto Colombiano de Bienestar Familiar. (2026). Reporte de atención en el Sistema de 
Responsabilidad Penal para Adolescentes (Boletín Estadístico N.º 44, corte a 28 de febrero de 2026). 

https://www.infobae.com/colombia/2026/01/29/julito-el-sicario-que-desde-los-10-anos-comenzo-a-delinquir-y-es-calificado-como-uno-de-los-mas-mortiferos-en-bucaramanga/
https://www.infobae.com/colombia/2026/01/29/julito-el-sicario-que-desde-los-10-anos-comenzo-a-delinquir-y-es-calificado-como-uno-de-los-mas-mortiferos-en-bucaramanga/
https://www.policia.gov.co/noticia/cae-estructura-criminal-que-instrumentalizaba-menores-edad-para-comision-delitos
https://www.policia.gov.co/noticia/cae-estructura-criminal-que-instrumentalizaba-menores-edad-para-comision-delitos
https://www.policia.gov.co/noticia/desarticulado-grupo-delincuencial-los-tideo-que-operaba-cerca-colegios-en-suba-bogota
https://www.policia.gov.co/noticia/desarticulado-grupo-delincuencial-los-tideo-que-operaba-cerca-colegios-en-suba-bogota
https://www.policia.gov.co/noticia/cayeron-los-registradores-dedicados-instrumentalizacion-menores-edad-en-venta-trafico
https://www.policia.gov.co/noticia/cayeron-los-registradores-dedicados-instrumentalizacion-menores-edad-en-venta-trafico


  
 
 

 
  
  
 
 

principales delitos reportados en el ingreso al sistema se destaca el hurto como la 
infracción de mayor frecuencia con 208 casos, seguido por el tráfico, fabricación o 
porte de estupefacientes con 128 y la fabricación, tráfico y porte de armas de fuego o 
municiones con 94. En menor proporción, pero con cifras significativas, se registraron 
conductas como lesiones personales (75), violencia intrafamiliar (61) y receptación 
(41). Finalmente, el reporte contempla delitos de alta gravedad como el homicidio con 
39 casos, seguido por delitos sexuales que incluyen el acceso carnal abusivo con 
menor de 14 años (36) y los actos sexuales con menor de 14 años (34). 
 

 
Tabla 1. Ingresos al Sistema de Responsabilidad Penal por Delito. Intituto Colombiano 
de Bienestar Familiar. Reporte de atención en el Sistema de Responsabilidad Penal 
para Adolescentes 
 



  
 
 

 
  
  
 
 

Estas cifras muestran que la vinculación de adolescentes a actividades relacionadas 
con drogas, armas, hurto y homicidio no constituye un fenómeno marginal o aislado. 
La respuesta del Estado, por tanto, no puede limitarse a intervenir una vez consumado 
el delito, debe desarrollar mecanismos capaces de identificar los factores de riesgo 
para prevenir y detectar de manera temprana cuándo un adolescente está siendo 
captado, inducido o utilizado por una estructura criminal. 
 
Lo anterior demuestra que el problema no consiste únicamente en impedir que un 
menor cometa un delito. El desafío consiste en identificar cuándo detrás de la 
conducta del menor existe una estructura que lo induce, lo utiliza, lo amenaza, lo 
remunera o se beneficia de su participación. La intervención estatal debe, por tanto, 
dirigirse simultáneamente a la protección del menor y a la identificación y 
desarticulación de quienes se encuentran detrás de su instrumentalización. 
 
Esta perspectiva resulta indispensable para evitar que la respuesta institucional 
termine concentrándose exclusivamente en la conducta ejecutada por el menor, 
mientras permanecen ocultos quienes la ordenaron, financiaron, facilitaron o 
utilizaron. Como ha señalado recientemente la Defensoría del Pueblo, las condiciones 
de desigualdad, abandono, violencia, consumo de sustancias y vulnerabilidad pueden 
facilitar la instrumentalización de adolescentes por parte de grupos armados, bandas 
locales y organizaciones criminales. 
 
3. NECESIDAD DE MEDIDAS DE PREVENCIÓN, PROTECCIÓN Y RESPUESTA 
 
Colombia cuenta con instrumentos institucionales destinados a prevenir y atender 
diferentes formas de violencia contra niñas, niños y adolescentes. Existen rutas de 
protección, mecanismos de restablecimiento de derechos, equipos de reacción 
inmediata y sistemas de alertas y prevención. Sin embargo, la transformación de las 
dinámicas criminales exige fortalecer estas herramientas, articularlas y dotarlas de 
mayor capacidad para prevenir la instrumentalización, detectarla de manera temprana 
y castigarla. 
 
La experiencia institucional demuestra que la reacción posterior a la consumación del 
delito resulta insuficiente. La Defensoría del Pueblo ha advertido que la utilización de 
niñas, niños y adolescentes por estructuras criminales puede comprender actividades 



  
 
 

 
  
  
 
 

como microtráfico, cobros extorsivos, sicariato, labores de vigilancia, transporte de 
armas y suministro de información.10 
 
Como vimos, la Defensoría del Pueblo ha advertido que la utilización de niñas, niños y 
adolescentes por estructuras criminales puede comprender actividades como 
microtráfico, cobros extorsivos, sicariato, labores de vigilancia, transporte de armas y 
suministro de información.11 En estos casos, esperar a que el menor sea descubierto 
ejecutando una conducta ilícita significa intervenir cuando la instrumentalización ya 
se ha producido. 
 
La utilización de menores responde a una lógica criminal. Las organizaciones pueden 
trasladar hacia ellos parte del riesgo asociado a la ejecución material de determinadas 
actividades ilícitas, al tiempo que aprovechan su presencia cotidiana en espacios 
como colegios, parques, barrios y escenarios deportivos. En algunos territorios, la 
captación puede producirse de manera progresiva: mediante incentivos económicos, 
inducción al consumo de sustancias, establecimiento de relaciones de confianza o 
encargos aparentemente menores que posteriormente derivan en una vinculación 
más profunda con la estructura criminal.12 
 
El problema es particularmente complejo porque la conducta visible puede ser la del 
menor, mientras que la estructura que la origina permanece oculta. Cuando un 
adolescente es encontrado transportando drogas, portando un arma o participando en 
un hecho violento, la respuesta institucional puede activar mecanismos de protección 
o responsabilidad penal, pero ello no garantiza que se identifique inmediatamente 
quién lo captó, quién le suministró los medios, quién impartió la instrucción y quién 
obtiene los beneficios de la actividad criminal. 
 
Por ello, resulta necesario fortalecer la capacidad preventiva del Estado. La propia 
Defensoría del Pueblo ha señalado que las condiciones de vulnerabilidad de 
adolescentes pueden facilitar su instrumentalización por bandas locales y 
organizaciones criminales y que, frente a este fenómeno, no basta con una respuesta 
exclusivamente punitiva.13  

 
10 Defensoría del Pueblo, Informe especial sobre dinámicas de riesgo en entornos educativos. 
11 Defensoría del Pueblo, Informe especial sobre dinámicas de riesgo en entornos educativos. 
12 Defensoría del Pueblo, Dinámicas actuales de reclutamiento, uso y utilización de niñas, niños y 
adolescentes. 
13 Defensoría del Pueblo, La evidencia lo confirma: aumentar las penas no reduce la delincuencia 
adolescente, 2026. 



  
 
 

 
  
  
 
 

 
La necesidad de fortalecer la prevención se evidencia también en la persistencia de 
alertas territoriales sin que existan medidas concretas y respuesta institucional. En 
2025, la Defensoría informó que entre enero y abril había identificado 21 casos de 
reclutamiento forzado y que durante 2024 había conocido 541 casos. Aunque estas 
cifras corresponden principalmente al fenómeno del reclutamiento por grupos 
armados y no pueden trasladarse automáticamente al fenómeno de las bandas 
delincuenciales urbanas, sí evidencian una dificultad común: la necesidad de que el 
Estado sea capaz de identificar y atender tempranamente situaciones de riesgo antes 
de que se consolide la vinculación de un menor a una estructura criminal. 
 
Esta necesidad es aún más apremiante en los entornos educativos. La Defensoría ha 
advertido que la presencia de actores ilegales alrededor de las instituciones 
educativas puede generar riesgos de reclutamiento, utilización, violencia y afectación 
de las trayectorias educativas de niñas, niños y adolescentes.14 En abril de 2026, la 
entidad volvió a señalar que la presencia de actores armados en establecimientos 
educativos incrementa los riesgos para los menores y debilita las garantías necesarias 
para su permanencia y desarrollo integral.15 
 
En este escenario, la institución educativa constituye uno de los principales espacios 
para la detección temprana del riesgo. Profesores, orientadores, directivos y demás 
integrantes de la comunidad educativa se encuentran en una posición privilegiada para 
advertir cambios de comportamiento, ausentismo, aproximaciones sospechosas de 
terceros, amenazas, ofertas económicas, consumo o distribución de sustancias y 
otras circunstancias que pueden revelar un proceso de captación o 
instrumentalización. Sin embargo, no puede exigirse a la comunidad educativa que 
asuma, por sí sola, funciones de seguridad e investigación para las cuales no está 
diseñada. Por esta razón, resulta necesario establecer un mecanismo permanente de 
articulación y apoyo institucional que permita identificar factores objetivos de riesgo, 
recibir reportes, valorar la situación, activar inmediatamente las autoridades 
competentes, adoptar medidas de protección y realizar seguimiento hasta la 
superación del riesgo. 
 

 
14 Defensoría del Pueblo, Informe especial sobre dinámicas de riesgo en entornos educativos. 
15 Defensoría del Pueblo, Presencia de grupos armados ilegales en escuelas: vulneración del derecho 
a la educación y al buen futuro, 24 de abril de 2026. 



  
 
 

 
  
  
 
 

La respuesta propuesta tampoco puede limitarse a la protección individual del menor. 
Cuando exista evidencia de instrumentalización, la actuación estatal debería procurar 
identificar y neutralizar la estructura criminal que se encuentra detrás de ella. De esta 
manera, la intervención debe comprender simultáneamente prevención, protección, 
respuesta institucional, investigación y seguimiento, evitando que el menor termine 
siendo el único sujeto visible de una actividad criminal dirigida por terceros. 
 
En consecuencia, el presente proyecto de ley busca crear un mecanismo permanente 
especializado para la detección y respuesta temprana frente a factores de riesgo de 
instrumentalización de niñas, niños y adolescentes por organizaciones criminales, 
particularmente en aquellos espacios donde desarrollan su vida cotidiana. No busca 
crear una nueva estructura burocrática, ni sustituir las competencias de las 
autoridades existentes, sino articularlas para la detección temprana, fortalecer la 
protección del menor y permitir que la respuesta estatal se produzca antes de que la 
instrumentalización se consolide en la comisión de delitos por parte de menores de 
edad., actuar antes de que los menores victimas se conviertan en victimarios de otros 
delitos, sin perjuicio de sancionar de manera ejemplar a quienes los introdujeron en el 
mundo del crimen.  
 
 

IV. MARCO NORMATIVO 
 
La presente iniciativa se fundamenta en un marco constitucional, internacional y legal 
que reconoce a las niñas, niños y adolescentes como sujetos de especial protección y 
obliga al Estado a prevenir las amenazas y vulneraciones de sus derechos, así como a 
adoptar medidas oportunas para su protección y restablecimiento. 
 
1. Constitución Política 
 
La Constitución Política constituye el fundamento superior de la protección integral de 
las niñas, niños y adolescentes. 
 
El artículo 2 establece como fines esenciales del Estado garantizar la efectividad de los 
derechos consagrados en la Constitución, asegurar la convivencia pacífica y proteger 
a todas las personas en su vida, honra, bienes y demás derechos. 
 



  
 
 

 
  
  
 
 

El artículo 44 reconoce los derechos fundamentales de los niños y establece su 
protección frente a toda forma de abandono, violencia, secuestro, explotación y demás 
conductas que amenacen su integridad y desarrollo. Asimismo, dispone que los 
derechos de los niños prevalecen sobre los derechos de los demás y asigna a la familia, 
la sociedad y el Estado el deber de asistirlos y protegerlos. 
 
El artículo 45 garantiza a los adolescentes el derecho a la protección y a la formación 
integral, mientras que el artículo 67 reconoce la educación como derecho y servicio 
público con función social, lo que exige condiciones adecuadas de seguridad y 
protección en los entornos educativos. 
 
Finalmente, el artículo 218 asigna a la Policía Nacional la función de mantener las 
condiciones necesarias para el ejercicio de los derechos y libertades públicas y 
asegurar la convivencia pacífica, fundamento constitucional de su participación en 
acciones preventivas y de protección. 
 
2. Bloque de constitucionalidad 
 
De conformidad con el artículo 93 de la Constitución, los tratados internacionales de 
derechos humanos ratificados por Colombia constituyen un parámetro fundamental 
para la interpretación y protección de los derechos reconocidos constitucionalmente. 
 
En este marco, la Convención sobre los Derechos del Niño, incorporada al 
ordenamiento mediante la Ley 12 de 1991, obliga al Estado a adoptar medidas 
legislativas, administrativas, sociales y educativas para proteger a los niños contra 
toda forma de violencia, abuso, explotación o perjuicio, conforme a su artículo 19. 
Igualmente, el artículo 33 exige adoptar medidas para impedir que los niños sean 
utilizados en actividades relacionadas con el tráfico ilícito de estupefacientes. 
 
De igual manera, el Convenio 182 de la Organización Internacional del Trabajo, 
aprobado mediante la Ley 704 de 2001, obliga al Estado a adoptar medidas inmediatas 
y eficaces para eliminar las peores formas de trabajo infantil, entre ellas la utilización 
de niños en actividades ilícitas. 
 



  
 
 

 
  
  
 
 

Estas obligaciones internacionales refuerzan el deber estatal de actuar antes de que la 
vulneración se materialice, mediante mecanismos efectivos de prevención, 
identificación y protección. 
 
3. Legislación nacional de protección integral de infancia y adolescencia. 
 
La Ley 1098 de 2006 – Código de la Infancia y la Adolescencia desarrolla el mandato 
constitucional de protección integral. Su artículo 7 establece que dicha protección 
comprende el reconocimiento de los niños, niñas y adolescentes como sujetos de 
derechos, la garantía y cumplimiento de estos, la prevención de su amenaza o 
vulneración y su restablecimiento inmediato. Los artículos 8 y 10 desarrollan, 
respectivamente, los principios del interés superior y de corresponsabilidad. 
 
De especial relevancia, el artículo 20 reconoce el derecho de los niños, niñas y 
adolescentes a ser protegidos contra el reclutamiento y la utilización por parte de 
grupos armados organizados al margen de la ley. Aunque esta disposición se refiere a 
un ámbito específico, constituye un antecedente normativo directo del deber estatal 
de prevenir la utilización de menores por estructuras criminales. 
 
Por su parte, la Ley 1620 de 2013 creó el Sistema Nacional de Convivencia Escolar y la 
Ruta de Atención Integral para la Convivencia Escolar, estableciendo mecanismos de 
promoción, prevención, atención y seguimiento frente a situaciones que afecten los 
derechos y la convivencia en los establecimientos educativos. Este marco constituye 
un antecedente institucional relevante para la construcción de mecanismos 
especializados de prevención y activación de rutas de protección en los entornos 
escolares. 
 
4. Seguridad y convivencia ciudadana 
 
La Ley 1801 de 2016 – Código Nacional de Seguridad y Convivencia Ciudadana 
establece instrumentos de carácter preventivo y competencias para las autoridades 
de Policía orientadas a preservar la convivencia y prevenir comportamientos que 
afecten la seguridad y los derechos de las personas. 
 



  
 
 

 
  
  
 
 

En este sentido, sus disposiciones proporcionan el marco legal para la articulación de 
las autoridades de Policía en acciones preventivas, especialmente cuando existan 
circunstancias objetivas que permitan advertir riesgos para la seguridad y protección 
de niñas, niños y adolescentes. 
 
5. Legislación penal 
 
La Ley 599 de 2000 – Código Penal contiene una herramienta penal específica frente a 
la instrumentalización de menores. El artículo 188D, denominado “Uso de niñas, niños 
y adolescentes en la comisión de delitos”, sanciona a quien induzca, facilite, utilice, 
constriña, promueva o instrumentalice a una persona menor de dieciocho años para 
cometer delitos. Esta disposición, recientemente modificada por la Ley 2590 de 2026, 
demuestra que el ordenamiento jurídico colombiano ya reconoce y sanciona 
penalmente la instrumentalización de niñas, niños y adolescentes. 
 
Por ello, la presente iniciativa no pretende crear por primera vez una respuesta jurídica 
frente a este fenómeno ni sustituir las herramientas penales existentes. Su propósito 
es complementarlas mediante un componente especializado de prevención, 
detección temprana, protección y articulación institucional, particularmente frente a 
los riesgos de instrumentalización ejercidos por organizaciones criminales y grupos 
delictivos organizados en entornos urbanos, comunitarios y escolares. 
 
El proyecto parte, así, de una premisa fundamental: la protección del menor no puede 
comenzar únicamente después de la comisión del delito. El Estado debe contar con 
mecanismos que permitan identificar oportunamente factores objetivos de riesgo, 
activar una ruta especializada de protección y coordinar la actuación de las 
autoridades competentes para evitar que la amenaza se concrete. 
 
En consecuencia, la presente iniciativa complementa el marco jurídico vigente al 
trasladar parte de la respuesta estatal desde una lógica predominantemente reactiva 
hacia una lógica preventiva y de intervención temprana, sin desconocer las 
competencias de las autoridades ni las garantías propias del ordenamiento jurídico. 
 
 
 



  
 
 

 
  
  
 
 

V. IMPACTO FISCAL 
 
De conformidad con lo dispuesto en el artículo 7 de la Ley 819 de 2003, el presente 
proyecto de ley no genera un impacto fiscal inmediato que comprometa la 
sostenibilidad de las finanzas públicas, toda vez que establece un marco institucional 
para fortalecer la prevención, protección y respuesta temprana frente a la 
instrumentalización de niñas, niños y adolescentes por organizaciones criminales, 
cuya implementación será progresiva y estará sujeta a las disponibilidades 
presupuestales de las entidades competentes. 
 
La ejecución de las medidas previstas en la presente ley se desarrollará principalmente 
mediante la articulación y fortalecimiento de las capacidades institucionales 
existentes, sin crear entidades, fondos o estructuras administrativas autónomas ni 
establecer obligaciones automáticas de gasto. Las entidades que integran las rutas de 
prevención y protección podrán desarrollar las funciones previstas con cargo a las 
apropiaciones que les sean asignadas en el Presupuesto General de la Nación y en los 
presupuestos de las entidades territoriales, de conformidad con sus competencias. 
 
Los programas, acciones de prevención, protección, atención y seguimiento previstos 
en la iniciativa podrán financiarse con recursos del Presupuesto General de la Nación, 
los presupuestos de las entidades territoriales, el Sistema General de Regalías cuando 
resulte procedente, recursos de cooperación internacional y demás fuentes 
legalmente autorizadas, de acuerdo con los instrumentos de planeación y las 
disponibilidades presupuestales correspondientes. 
 
La creación y puesta en funcionamiento de los Enlaces de Seguridad Escolar se 
realizará de manera progresiva y conforme a la disponibilidad presupuestal, 
priorizando los establecimientos educativos ubicados en territorios identificados con 
mayores factores de riesgo de instrumentalización. En consecuencia, la iniciativa no 
establece una obligación de gasto inmediato ni determina apropiaciones específicas 
que deban ejecutarse dentro de una vigencia fiscal determinada. 
 
Finalmente, las medidas propuestas tienen un carácter eminentemente preventivo y 
de protección, por lo que su implementación puede contribuir a reducir los costos 
sociales, institucionales y económicos asociados a la vinculación de niñas, niños y 



  
 
 

 
  
  
 
 

adolescentes a actividades criminales, al permitir una intervención temprana frente a 
situaciones de riesgo, fortalecer la protección de derechos y evitar la consolidación de 
conductas delictivas. 

 
 

VI. CONFLICTO DE INTERESES 
 
En cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 3 de la Ley 2003 de 2019, que modificó 
el artículo 291 de la Ley 5 de 1992, y en el rol de autores del presente proyecto de ley, 
declaramos que este no genera conflictos de interés para los congresistas que 
participen en su discusión y votación. 
 
La naturaleza de la iniciativa es de interés general, beneficiando a todos los 
ciudadanos en igualdad de condiciones. Por lo tanto, no se configura una situación que 
derive en un beneficio particular, actual o directo para los congresistas, sus cónyuges, 
compañeros(as) permanentes, o parientes hasta el segundo grado de consanguinidad, 
segundo de afinidad o primero civil. 
 
Esta postura se alinea con la jurisprudencia del Consejo de Estado, que establece que 
un conflicto de interés solo se configura si el beneficio es: 
 

“No cualquier interés configura la causal de desinvestidura en comento, pues se 
sabe que sólo lo será aquél del que se pueda predicar que es directo, esto es, que 
per se el alegado beneficio, provecho o utilidad encuentre su fuente en el asunto 
que fue conocido por el legislador; particular, que el mismo sea específico o 
personal, bien para el congresista o quienes se encuentren relacionados con él; 
y actual o inmediato, que concurra para el momento en que ocurrió la 
participación o votación del congresista, lo que excluye sucesos contingentes, 
futuros o imprevisibles. También se tiene noticia que el interés puede ser de 
cualquier naturaleza, esto es, económico o moral, sin distinción alguna” 
(Subrayado fuera de texto). 

 
Se reitera que los conflictos de interés son de carácter personal. En consecuencia, 
corresponde a cada congresista evaluar su situación individual y, si considera estar 
inmerso en una causal de impedimento, podrá manifestarlo libremente. 



  
 
 

 
  
  
 
 

 

De los honorable congresistas, 

 

 

Miguel Ángel Pinto Rueda  
Representante a la Cámara por el Departamento de Santander 
Partido Centro Democrático 
 
 
 


